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15 de julio de 2026 

Honorable 
Comité de Derechos Humanos 
NACIONES UNIDAS

Asunto: Comentarios sobre el proyecto de observación general no.° 38 sobre el derecho a la libertad de asociación 

A través del presente documento, desde la Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas[footnoteRef:1],  ponemos a su disposición los siguientes comentarios sobre el proyecto de observación general no. 38 sobre el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en relación con el derecho a la libertad de asociación.  [1:  La Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas surge en el año 2019 como una red internacional e independiente, conformada por personas expertas y organizaciones que trabajan en la defensa de derechos de las personas LGBTI+ en el continente americano, a través del litigio estratégico, acciones de incidencia y estrategias de comunicaciones. Forman parte de la Red organizaciones y personas que participaron ante la Corte Interamericana en el litigio de casos emblemáticos como los de Atala Riffo e hijas vs. Chile, Alberto Duque vs Colombia, Azul Rojas Marín y otra vs. Perú y Vicky Hernández y otras vs. Honduras.  Ver más en: New Home - Red de Litigantes (litiganteslgbt.org)] 



DESARROLLO DE COMENTARIOS:

1. Párrafo 2: 

La plena realización del derecho a la libertad de asociación es una garantía indispensable para el disfrute efectivo del derecho a la igualdad y la no discriminación. El reconocimiento y la garantía de la libertad que tiene cada persona de asociarse con otras para defender intereses particulares sin restricciones basadas en categorías sospechosas de discriminación[footnoteRef:2], permite la materialización de la esfera formal del derecho a la igualdad. Asimismo, el derecho a la libertad de asociación permite la posibilidad de que grupos históricamente marginados se articulen para demandar sus exigencias, incidir en la toma de decisiones que les afectan y promover las transformaciones normativas, institucionales y culturales que consideren necesarias para lograr la eliminación de prácticas discriminatorias, logrando así la efectividad de la esfera sustancial del derecho a la igualdad[footnoteRef:3].  [2:  El artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece la obligación a los Estados de respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Así lo ha reconocido también la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 1.1. La Corte IDH ha señalado en su jurisprudencia que cualquier restricción que se fundamente en esta lista no taxativa de categorías, debe sospecharse que se basa en un motivo discriminatorio y le corresponde al Estado demostrar que la distinción de trato es válida y objetivamente razonada. ]  [3:  Organización de las Naciones Unidas. Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, A/71/385, 14 de septiembre de 2016, párr. 11.] 


Partiendo de esta vocación reivindicatoria que tiene el derecho a la libertad de asociación, su ejercicio sin restricciones arbitrarias es una condición habilitante para el derecho a defender derechos humanos. En el Sistema Universal de protección de Derechos Humanos[footnoteRef:4] se ha reconocido que toda persona tiene derecho, individual o colectivamente, a promover y procurar la protección y realización de los derechos humanos y las libertades fundamentales. Este derecho, siguiendo lo desarrollado por el Sistema Interamericano, debe incorporar la posibilidad efectiva de ejercer libremente, sin limitaciones y sin riesgos de cualquier tipo, distintas actividades y labores dirigidas al impulso, vigilancia, promoción, divulgación, enseñanza, defensa, reclamo o protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidas. Asimismo, la Corte IDH ha declarado que este es un derecho autónomo pese a su estrecha relación con derechos como la vida, la integridad personal, la libertad de reunión y claramente, la libertad de asociación como uno de sus vehículos de realización[footnoteRef:5].  [4:  Asamblea General. Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. 1998. Artículo 1. ]  [5:  Corte IDH, Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CAJAR) vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de octubre de 2023. Serie C, párr. 975-979] 


De la obligación de respeto y garantía del derecho a defender derechos humanos se le impone a los Estados la obligación de abstenerse de imponer a las personas defensoras obstáculos que dificulten la efectiva realización de sus actividades, estigmatizarlas o cuestionar la legitimidad de su labor[footnoteRef:6]. En ese sentido, la realización plena del derecho a la libertad de asociación sin restricciones arbitrarias es medio necesario a través del cual las personas puedan ejercer su derecho a defender derechos humanos.  [6:  Corte IDH. Caso Nogueira de Carvalho y otro Vs. Brasil.  párr. 77, y Caso Baraona Bray Vs. Chile. párr. 79. ] 


2. Párrafo 3

Las organizaciones que brindan asistencia jurídica y trabajan en el litigio de alto impacto desempeñan un papel fundamental en la consolidación de la democracia y el Estado de Derecho[footnoteRef:7]. A través de sus acciones ante los sistemas de justicia nacionales e internacionales, del acompañamiento a víctimas de violaciones de derechos humanos y de su labor de incidencia para la promoción de transformaciones normativas y culturales, contribuyen de manera decisiva al fortalecimiento del tejido social, a la ampliación de los espacios de participación democrática y la vigilancia efectiva del ejercicio del poder público y del cumplimiento de las obligaciones estatales de respeto, protección y garantía de los derechos humanos.  [7:  Op. Cit. Corte IDH. Caso Miembros de la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CAJAR) vs. Colombia, párr. 469., Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de marzo de 2017. Serie C No. 334, párr. 139. ] 


3. Párrafo 10 

La ausencia de consenso social o político respecto al reconocimiento de ciertos derechos a un grupo determinado no constituye una justificación válida para restringir el ejercicio de su libertad de asociación[footnoteRef:8]. Condicionar el ejercicio de la libertad de asociación a la existencia de la aprobación popular vaciaría de contenido su propósito democrático y limitaría la capacidad de los grupos históricamente discriminados de participar en el debate público, de exigir el reconocimiento de sus derechos e incidir en las decisiones que afectan sus vidas. Es así que la garantía plena de la libertad de asociación tiene especial impacto en aquellas expresiones organizativas que buscan desafiar situaciones de exclusión social, desigualdad o discriminación. Restringir su capacidad de organización, y en consecuencia limitar su participación en el ámbito público, no sólo profundiza las condiciones de marginación que enfrentan, sino que además afecta al debate democrático al privarlo de las voces, experiencias y perspectivas más diversas. [8:  Corte IDH, Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo, Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017, Serie A No. 24, párr. 83, 219] 


4. Párrafo 11
La creciente digitalización de la acción colectiva exige reconocer que las amenazas a la libertad de asociación ya no provienen únicamente de actores estatales y restricciones formales. En la actualidad, las campañas coordinadas de acoso digital, doxxing, fake news y discursos discriminatorios dirigidos contra integrantes de asociaciones y organizaciones de la sociedad civil pueden producir efectos igualmente restrictivos sobre el ejercicio de la libertad de asociación[footnoteRef:9].   [9:  Cfr. Secretaría General Iberoamericana, PNUD e IIPEVCM, Prevenir la violencia digital contra las mujeres en Iberoamérica, Madrid, 2025. ] 


En el caso de las asociaciones u organizaciones de personas LGBTIQ+ estos ataques las afectan de manera diferenciada. La violencia digital en su contra se fundamenta en prejuicios que buscan deslegitimar, invisibilizar, expulsar o eliminar sus expresiones colectivas, y lo que ellas representan dentro de los espacios de deliberación pública, incluidos los entornos digitales[footnoteRef:10]. Estas prácticas enfocadas en atacar a la asociación como colectivo y de forma individual a quienes la integran, aumentan los costos personales de la acción colectiva como también dificultan la construcción y difusión de narrativas favorables a los derechos LGBTIQ+ en los entornos digitales, al desplazar el debate hacia ataques personales, campañas de desprestigio y controversias que reducen sus reivindicaciones a demandas fútiles o perversiones[footnoteRef:11].  [10:  GÓMEZ, M. M. 2008. Violencia por prejuicio. En: MOTTA, C. y SÁEZ, M., editoras. La mirada de los jueces. Tomo 2. Sexualidades diversas en la jurisprudencia latinoamericana. Bogotá: Siglo del Hombre Editores, American University College of Law, Centre of Reproductive Rights, pp. 91. ]  [11:  Amnesty International, Thailand: State-backed digital violence used to silence women and LGBTI activists, 16 de mayo de 2024, disponible en: Amnesty International,  Colombia Diversa. 2021. Observaciones de la Red de Litigantes LGBT de las Américas sobre desinformación y personas LGBT. Relatora Especial sobre la Promoción y Protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión. Naciones Unidas. Disponible en: Fake News LGBT y Libertad de Expresión  Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas, Contribución al informe temático sobre protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género, en relación con los derechos humanos a la libertad de expresión, asociación y reunión, enero de 2024. Disponible en: Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas| Call for inputs - IE SOGI HRC 56] 

En este contexto, resulta particularmente importante que el cumplimiento de las obligaciones estatales de garantía de la libertad de asociación en entornos digitales no se limite a la abstención de interferencias directas. Los Estados deben adoptar medidas razonables con enfoque de género y diversidad sexual para prevenir, investigar, sancionar y reparar las formas de violencia digital. Entre dichas medidas podrían incluirse el establecimiento de marcos regulatorios integrales y coactivos para prevenir y sancionar la discriminación en entornos digitales; la adopción de mecanismos de supervisión que promuevan la transparencia, la rendición de cuentas y la debida diligencia de las plataformas digitales en materia de moderación de contenidos y derechos humanos; y el desarrollo de mecanismos de protección y reparación para asociaciones y personas defensoras que sean objeto de ataques digitales[footnoteRef:12].  [12:  Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas, Presentación de observaciones con motivo de la Solicitud de Opinión Consultiva sobre democracia y su protección en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos presentada por la República de Guatemala, noviembre de 2025. Disponible en: Observaciones Red de Litigantes LGBTI+ OC Democracia (1).pdf] 

5. Párrafos 13, 33 y 34
El reconocimiento legal de la identidad de género constituye una condición indispensable para el goce efectivo del derecho a la libertad de asociación de las personas trans y de género diverso.  Para el pleno disfrute de este derecho, los Estados tienen la obligación de diseñar mecanismos administrativos basados en la autodeterminación, que sean expeditos, confidenciales, accesibles y tendientes a la gratuidad, y que permitan la adecuación de los documentos de identidad y demás registros oficiales de las personas trans[footnoteRef:13]. En aquellos Estados en los que no existen estos procedimientos o que su acceso se ve obstaculizado por barreras burocráticas, económicas o patologizantes, el ejercicio de la personalidad jurídica de las personas trans se encuentra limitado y por ende, también lo está su capacidad de constituir formalmente asociaciones u organizaciones, ejercer cargos de representación, realizar trámites administrativos, acceder a servicios financieros o a los registros públicos necesarios para el desarrollo de sus actividades. En consecuencia, estas barreras se traducen en desincentivos importantes para la organización colectiva de personas trans.  [13:  Op.Cit. Corte IDH. Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo, Opinión Consultiva OC-24/17. Párr. 98, 101. ] 

Aunque el derecho a la asociación se puede ejercer de facto sin registros oficiales correspondientes, el derecho de igualdad ante la ley y el principio de no discriminación determinan que las asociaciones de personas trans deben tener la posibilidad ejercerlo en las mismas condiciones que el resto de la ciudadanía. Sobre todo cuando el reconocimiento formal de una asociación u organización no es una cuestión meramente procedimental: su formalización facilita el acceso a financiación pública y privada; a beneficios tributarios; a mecanismos de cooperación internacional; e incluso abre la posibilidad de comparecer ante autoridades administrativas y judiciales en nombre de la asociación para defender sus intereses. En el caso de las asociaciones de personas trans esto adquiere especial relevancia, pues este tipo de beneficios facilitan su participación en la vida democrática.  
6. Párrafo 14: 

El derecho a la libertad de asociación debe garantizar que las actividades de asesoramiento jurídico y de litigio en contra de los Estados se lleven a cabo libremente y sin represalias. Esta garantía es particularmente importante para las organizaciones dedicadas a la asistencia jurídica y el litigio estratégico para la defensa de derechos humanos, pues la naturaleza misma de su existencia es la denuncia de actuaciones irregulares por parte de actores estatales a través de procesos judiciales o administrativos dirigidos a exigir su responsabilidad por violaciones a derechos humanos. El ejercicio de estas actividades no debe limitarse directa o indirectamente, como por ejemplo a través de la sanción de la utilización de recursos de cooperación internacional para financiar, asesorar o asumir la representación en cualquier tipo de litigio contra el Estado[footnoteRef:14].  [14:  El 12 de marzo del 2025 el Congreso Peruano aprobó la Ley N° 32301, la cual exige que cualquier fondo de cooperación internacional dirigido a apoyar a organizaciones de sociedad civil, deben ser previamente autorizados por la Agencia Peruana de Cooperación Internacional (APCI), organismo vinculado al ejecutivo a través del Ministerio de Relaciones Exteriores. Esta ley explícitamente señala como una infracción muy grave el “uso indebido de utilización de fondos extranjeros para asesorar, asistir o financiar, de cualquier forma, o modalidad, acciones administrativas, judiciales o de otra naturaleza, en instancias nacionales o internacionales, contra el Estado Peruano”. La sanción por incurrir en este supuesto es la cancelación de la inscripción y del registro de la organización. Ver más en Jorge Luis Salas Arenas, “Autoritarismo encubierto: la modificación de la Ley APCI como un ataque al derecho de asociación en el Perú”, Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Perú (IDEHPUCP), 18 de junio de 2024, disponible en: IDEHPUCP. ] 


La imposición de cargas financieras desproporcionadas, la apertura de investigaciones judiciales o disciplinarias como forma de hostigamiento o la suspensión o cancelación del registro como sanción por litigar en contra del Estado, tiene un efecto inhibidor sobre el ejercicio de la libertad de asociación, del derecho a defender derechos, e indirectamente en el acceso a la justicia de las víctimas de violaciones de derechos humanos perpetradas por el Estado. En consecuencia, erosionan el espacio cívico y debilitan las garantías necesarias para la existencia de sociedades democráticas[footnoteRef:15].  [15:  Ibid. ] 



7. Párrafo 15: 

Los requisitos que los Estados establezcan para el reconocimiento y mantenimiento de la personería jurídica de las asociaciones u organizaciones no pueden convertirse en mecanismos de control indebido sobre sus actividades internas. Si bien las autoridades pueden exigir la información necesaria para fines registrales, de transparencia o rendición de cuentas, resulta incompatible con la libertad de asociación imponer obligaciones desproporcionadas a las asociaciones que tengan por objeto monitorear, dirigir o condicionar el trabajo sustantivo de las organizaciones mediante la presentación periódica de informes detallados sobre sus actividades, estrategias de incidencia o líneas de acción[footnoteRef:16].  [16:  La Ley APCI en Perú, nombrada anteriormente obliga a las asociaciones y organizaciones sociales a informar su lugar de domicilio y registrar el Plan Anual de Actividades y el Informe Anual de Actividades Realizadas, a través del cual el Gobierno puede monitorear constantemente las acciones que emprenden las ONGs. En Paraguay como resultado de la Ley que establece el control, la transparencia y la rendición de cuentas de las organizaciones sin fines de lucro, las organizaciones deben presentar su informe de actividades del año de cierre y su plan de actividades del año que inicia, para que así se puedan monitorear sus actividades por parte del gobierno. Ver más en: Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas, Contribución al informe temático “Derecho de libertad de reunión y asociación, acción colectiva y solidaridad humana frente a amenazas existenciales: preservar los principios fundamentales”, presentada a la Relatora Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, junio de 2025. Disponible en: Contribución Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas: Derecho de libertad de reunión y asociación..] 

Del mismo modo, son contrarias a la libertad asociativa aquellas medidas que someten a una vigilancia excesiva los recursos que reciben las organizaciones, particularmente cuando implican controles desproporcionados sobre el origen, destino y ejecución de fondos nacionales o internacionales, o la imposición de cargas tributarias que dificulten injustificadamente el acceso y uso de dichos recursos. Este tipo de mecanismos produce un efecto inhibidor sobre la labor de las asociaciones y otorga a las autoridades herramientas de vigilancia y censura incompatibles con el ejercicio libre e independiente del derecho de asociación[footnoteRef:17]. [17:  En El Salvador se aprobó la “Ley de Agentes Extranjeros”. Esta norma exige que cualquier persona natural o jurídica que reciba fondos del exterior debe registrarse como un agente extranjero. Ante el incumplimiento de estas “obligaciones”, el Registro de Agentes Extranjeros también podrá cancelar las personerías jurídicas de las organizaciones e imponer multas de hasta $250.000 USD. De otro lado, impone un impuesto del 30% a cualquier donación o transacción, desembolso, transferencia, importación de bienes materiales o especies de cualquier tipo provenientes del extranjero. Disponible: Ibid. ] 

8. Párrafo 32
Los Estados deben adoptar medidas efectivas para garantizar el ejercicio de la libertad de asociación y proteger a quienes son perseguidos por ejercerla, incluso si el hostigamiento no ocurrió en su territorio. Cuando integrantes de asociaciones, organizaciones de la sociedad civil, medios de comunicación o sindicatos se ven obligadas a huir de su país debido a actos de persecución, ataques a la integridad personal, o amenazas vinculadas con su actividad asociativa, los demás Estados deben garantizar mecanismos efectivos de protección internacional, incluyendo el acceso al asilo o al refugio cuando se cumplan los requisitos establecidos por el derecho internacional[footnoteRef:18]. Asimismo, resulta necesario fortalecer la cooperación entre Estados para prevenir situaciones de riesgo debido al ejercicio de la libertad de asociación, como facilitar la reubicación y protección de personas perseguidas o prohibir la deportación de personas asociadas a contextos en los que su vida, integridad o libertad puedan verse comprometidas por el ejercicio de este derecho[footnoteRef:19]. [18:  ACNUR, Manual sobre procedimientos y criterios para determinar la condición de refugiado y directrices sobre protección internacional. En virtud de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 sobre el Estatuto de los Refugiados, edición de 2019, párr. 9.]  [19:  El principio de no devolución se ha visto gravemente violado en los Estados Unidos en casos de personas que por los riesgos derivados su actividad asociativa en sus Estados de origen había buscado refugio en este país. Cfr. Jaya Ramji-Nogales, “The Trump Administration's Unprecedented Violations of the Non-Refoulement Principle”, American Journal of International Law, vol. 119, 2025, Cambridge University Press. ] 

9. Párrafo 39 
Las asociaciones también deben ser reconocidas como sujetos de reparación cuando las afectaciones sufridas por sus integrantes producen un menoscabo directo en la existencia, funcionamiento o propósito colectivo de la organización. En numerosos contextos, la persecución dirigida contra integrantes de una asociación, incluyendo amenazas, desapariciones, asesinatos, detenciones arbitrarias, desplazamientos forzados y exilios, tiene como propósito debilitar o desarticular la acción colectiva de la organización. Estos hechos generan daños que trascienden la esfera individual de las víctimas, pues limitan la capacidad de la asociación para ejecutar sus proyectos y cumplir con los fines para los cuales fue constituida; y producen una ruptura del tejido social y de las relaciones de confianza y solidaridad que sostienen la vida asociativa. Por ello, los mecanismos de reparación deben reconocer no solo los daños individuales ocasionados a las personas directamente afectadas sino también los daños colectivos sufridos por la persecución a la asociación[footnoteRef:20].  [20:  Cfr. Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas, Coalición LGBTTTI+ & de Trabajadoras Sexuales con trabajo ante la OEA y Red Regional Sin Violencia LGBTI de América Latina y el Caribe, Contribución al tercer informe regional sobre la situación de derechos humanos de personas defensoras de derechos humanos en las Américas, documento presentado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 15 de marzo de 2024. Disponible en: Contribución al tercer informe sobre la situación de derechos humanos de personas defensoras de derechos humanos en las Américas..docx] 

10. Párrafo 46 
La protección del orden público no puede ser invocada para restringir el pleno ejercicio del derecho de asociación de las personas LGBTIQ+ ni de las organizaciones que defienden sus derechos. De acuerdo con el Experto Independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género de ONU, las reivindicaciones de estas colectividades no las convierte en una amenaza para el funcionamiento de la sociedad[footnoteRef:21], todo lo contrario. Siempre que sus actividades se desarrollen por medios pacíficos y dentro del marco del Estado de derecho, estas constituyen expresiones legítimas del pluralismo, la igualdad y el respeto por los derechos humanos, valores universalmente promovidos. Suponer lo contrario implica vaciar de contenido el derecho de asociación y convertir esta causal de restricción en un mecanismo para legitimar la exclusión de grupos históricamente discriminados. [21:  Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género en relación con los derechos humanos a la libertad de expresión, de reunión pacífica y de asociación. Informe del Experto Independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género, Doc. ONU A/HRC/56/49, 18 de abril de 2024, párr. 13] 

11. Párrafo 47
Las limitaciones a la libertad de asociación que se impongan a las personas LGBTIQ+ o a las organizaciones que defienden sus derechos al considerarlas una amenaza a la salud pública son incompatibles con el Pacto. Las orientaciones sexuales, las expresiones e identidades de género diversas y las variaciones de las características sexuales no constituyen enfermedades, trastornos ni condiciones que representen una amenaza para la salud de la población[footnoteRef:22]. En consecuencia, las asociaciones que promueven el reconocimiento y la garantía de los derechos de las personas LGBTIQ+ no pueden ser calificadas como agentes propagadores de riesgos para la salud pública. Por el contrario, muchas de estas asociaciones promueven el acceso efectivo y el disfrute pleno de los servicios de salud para las personas LGBTI+ en condiciones de igualdad y dignidad. Este tipo de narrativas discriminatorias perpetúan paradigmas de patologización que carecen de sustento científico y resultan incompatibles con los estándares del derecho internacional de los derechos humanos y con el derecho a la igualdad reconocido por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos[footnoteRef:23].  [22:  Desde 1990 la Organización Mundial de la Salud ha eliminado a la homosexualidad de su Clasificación Internacional de Enfermedades. Así mismo en 2019 con la actualización de esta Clasificación (CIE-11) la transexualidad ya no se considera una enfermedad mental.  Cfr. Colombia Diversa, ¿Qué significa que la OMS elimine la patologización trans de su lista de enfermedades?, disponible en: https://colombiadiversa.org/que-significa-que-la-oms-elimine-la-patologizacion-trans-de-su-lista-de-enfermedades/.  ]  [23: Op.Cit. Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación sexual e identidad de género en relación con los derechos humanos a la libertad de expresión, de reunión pacífica y de asociación. párr. 15] 

12. Párrafo 48
La moral pública no es una justificación válida para restringir el derecho de asociación de las personas LGBTIQ+. Este tipo de justificaciones se utiliza para imponer concepciones morales discriminatorias sobre la diversidad sexual y de género. La vaga formulación de las leyes de moralidad pública y de protección de las buenas costumbres, así como el amplio margen de discrecionalidad que suele caracterizarlas, han facilitado históricamente la proliferación de prejuicios contra las diversidades sexuales y de género, tanto en las normas como en su aplicación e interpretación por parte de las autoridades estatales. Permitir que estas valoraciones fundamenten restricciones a la libertad de asociación equivaldría a convertir la discriminación contra una minoría históricamente marginada en un criterio legítimo para limitar el ejercicio de un derecho humano. Condicionar el ejercicio de la libertad de asociación solo a aquellos grupos que se alinean con valores sociales hegemónicos vaciaría de contenido su función democrática y limitaría la participación de grupos históricamente discriminados[footnoteRef:24]. [24:  Ibid. Párrs. 14, 25 y 72.; Op.Cit. Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas, Presentación de observaciones por la Red de Litigantes LGBTI+ de las Américas con motivo de la Solicitud de Opinión Consultiva sobre democracia y su protección en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos presentada por la República de Guatemala. Pág. 17. ] 



image1.png




